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Resumen
Este trabajo aborda el problema de la mercantilización del agua que pone en juego el acceso y control del recurso; también, el papel que desempeñan las empresas privadas, sus estrategias y poder económico, y el de los organismos internacionales que presionan con su poder político e influencia financiera a cambio de préstamos, para imponer a los estados la obligación de privatizar sus empresas de acueducto.

Tanto en el mercado del agua como en la arena política, las empresas de acueducto se han unido mancomunadamente con el Banco Mundial y con las Naciones Unidas a los efectos de la creación de un entramado de consultorías internacionales, de comisiones asesoras y de foros; a través de esta red de poder se han impuesto en las discusiones acerca del agua y han hegemonizado la consigna privatizadora como la llave que abre la puerta a la problemática global del agua.
Para los críticos de la desestatificación, la cuestión esencial no es el agua misma; sino el acceso a ella; y la clave del acceso es el control. La mercantilización del agua, reduciéndola al dominio del mercado bajo la única hegemonía del lucro, lleva inexorablemente al completo menoscabo de la posibilidad de controlarla.

En tal sentido, Argentina aparece como un caso-testigo en materia de privatizaciones, dentro de un contexto mundial y nacional, donde el agua se plantea como un negocio, en un país que es considerado como una de las “potencias acuíferas” del futuro (la Patagonia argentina tiene la mayor reserva de agua del mundo y poder hidráulico).
1. El futuro del agua en el mundo

Actualmente, a nivel global, alrededor de mil cien millones de personas no tienen acceso al agua potable y fresca (WWDR; 2003)
; cerca de 2.400 millones de habitantes no disponen de redes sanitarias.

Esta situación empeorará, dado que los recursos hídricos disminuirán continuamente en razón del aumento de la población, de la contaminación y del previsible cambio climático; a menos que los dirigentes hagan algo para combatir la escasez del recurso. En efecto, se espera que para el 2005, cuando la población ronde los 8 mil millones, se supere al doble y llegue a 5 mil millones la cantidad de habitantes que tendrán problemas para conseguir un adecuado abastecimiento de agua. Asimismo, de acuerdo a las estimaciones de las Naciones Unidas, para el año 2015, al menos el 40% de la población mundial vivirá en países con serias dificultades para conseguir agua suficiente para cubrir las necesidades básicas.
En el Foro Mundial del Agua de Kyoto del 2003, por primera vez las Naciones Unidas define el acceso al agua potable como un derecho humano. Sin embargo, este recurso prioritario constituye uno de los negocios más prósperos del actual milenio y la escasez del recurso constituye la impulsora de esta promisoria economía. ¿Cómo es posible mercadear este recurso natural que siendo vital, no cuenta con alternativas?.
2. La mercantilización del agua

En los foros internacionales, la cuestión acerca de la privatización del agua potable se 
da como un hecho consumado e incentivado; lo que se plantea es cómo expandirla, cómo desarrollar nuevas metodologías para implementarla, no obstante los fracasos operados en distintos lugares del mundo.

Existen empresas multinacionales al frente de los sistemas de provisión de agua privatizados; mueven anualmente cerca de 200 mil millones de dólares, a pesar de solo abastecer al 7% del mercado mundial. Esta situación plantea como interrogante: ¿la privatización del suministro de este recurso es una solución?, lo cual remite a otra cuestión esencial ¿debe ser el agua un negocio?.

Mientras que en el Foro de Kyoto ya no se discutieron las privatizaciones y se alentó a la financiación para administrar los recursos acuíferos; paralelamente, el sector privado visualiza la propia expansión como una solución a la creciente crisis de escasez de agua, no obstante, estos enfoques encierran trampas. En tal sentido, David Boys (2003)
 sostiene que “Debemos ser extremadamente cuidadosos en no imponerle fuerzas de mercado al agua porque hay muchas más decisiones críticas relacionadas con el manejo del agua -hay decisiones medioambientales, decisiones socioculturales” (...) “Si uno mercantiliza el agua, sometiéndola al control del mercado, y deja a un lado cualquier otra preocupación distinta del lucro, termina perdiendo completamente la capacidad de controlarla”.

Por una parte, las protestas organizadas en los diferentes países alzan voces que señalan que el agua debe ser un recurso disponible para todos los seres humanos; enfatizan la importancia de que se dé un marco regulatorio a las compañías que brindan este tipo de servicios. Por otra, la imposibilidad de los gobiernos para manejar este recurso (generalmente con sobreocupación y poca calidad) es uno de los mayores argumentos en pro de la privatización. En tal sentido, se señala que al menos que el agua sea correctamente tratada, no puede ser utilizada; y que, teniendo un precio, se evita que sea desperdiciada.

Las naciones que padecen hoy problemas con el agua han sugerido una serie de soluciones, aunque ninguna de ellas parece convencer a todos los implicados. Por ello, es sumamente importante que se acelere la aplicación de programas destinados a remediar la escasez del recurso. Mientras tanto, no hay legislación internacional sobre cómo dividir el caudal acuífero de los ríos compartidos por muchos países (Cumbre de la Tierra, 2002).

América del Sur -Belice, Perú, Paraguay, Chile, Brasil, Uruguay y Argentina- es codiciada por intereses geopolíticos en razón de constituir el continente que más reserva de agua dulce dispone -posee el 26% del total mundial y solo es habitada por el 6% de la población. Según Ana Ceceña, investigadora de la Universidad Autónoma de México, existe una sugestiva cercanía entre los principales recursos naturales –agua, petróleo, minerales, especies minerales y vegetales- y las bases u oficinas relacionadas con el gobierno de EE.UU.; además, son monitoreados directa o indirectamente por centros policiales, militares espaciales o de inteligencia de agencias norteamericanas (citado por Pavón, 2003)

2.1. Las empresas privadas

Suez y Vivendi Environment, de Francia y Thames Water, con sede en Gran Bretaña pero de propiedad de RWE AG de Alemania constituyen las tres empresas de suministro de agua potable más grandes del mundo que se han expandido mundialmente desde 1990.

No obstante que las empresas privadas solamente manejan casi el 5% de las plantas de agua de la Tierra, durante los últimos 12 años se han incrementado. En 1990, cerca de 51 millones de personas eran abastecidas por empresas privadas que operaban en doce países. Hoy, sirven a más de 300 millones de habitantes y están activas en 56 países y dos territorios.

Hasta la fecha, el proceso privatizador se dirigió hacia países más pobres ante los 
cuales el Banco Mundial (BM) presionó con su influencia financiera a cambio de préstamos para imponer a los estados la obligación de privatizar sus empresas de acueducto. Después de posicionarse fuertemente en Europa, África, Asia y América Latina, las empresas de acueducto están expandiéndose en Estados Unidos, un mercado de alta rentabilidad.

Las empresas privadas realizan promesas que luego no pueden cumplir - ardid llamado “sobrepuja”; principalmente, prometen suministrar el servicio mejor al menor precio. Pero, las empresas de acueducto se basan en una estrategia donde el eje central es que el usuario paga; de tal forma, operativamente aplican altos precios a los suministros sin tener en cuenta las reales posibilidades de pago de los clientes. La imposición tarifaria parte del poder empresarial de recurrir a los cortes del servicio, que realizan sin tener en consideración los duros y peligrosos efectos ocasionados a la salud y al bienestar de la población. De tal manera, los empresarios operan tal como fríos jugadores económicos, actúan pujando permanentemente por aumentos tarifarios, muchas veces no cumplen con los arreglos contractuales y se retiran de aquellos negocios( por ejemplo: alguna red de acueducto), en los casos en que no obtengan las metas de los beneficios fijados.

Paralelamente a sus interacciones políticas, cada una de las principales empresas dispone de cuantiosos recursos financieros. En efecto, todas están registradas en la nómina de las cien mayores empresas del mundo. En 2001, lograron en conjunto obtener ingresos por 156.700 millones de dólares y continúan ascendiendo a una tasa de crecimiento del 10% anual, superando incluso la dimensión de algunas de las economías de los países en los cuales actúan. Así también, en estas mismas compañías trabajan más personas que en la mayor parte de los empleos gubernamentales.

Los administradores de fondos financieros tienen conciencia de que siendo éste un mercado en franco crecimiento, resulta clara la existencia de un importantísimo potencial de expansión. Las acciones de los acueductos se desenvuelve mejor que las de otros servicios públicos en razón que de los contratos son acordados a largo plazo -entre 10 a 30 años-, aportando dividendos seguros y previsibles sobre la transacción. Por tales motivos, un número importante de fondos de pensiones y de inversionistas individuales coloca capitales en ellos.

Tanto en el mercado del agua como en la arena política, las empresas de acueducto se han unido mancomunadamente con el BM y con las Naciones Unidas a los efectos de la creación de un entramado de consultorías internacionales, de comisiones asesoras y de foros; a través de esta red de poder se han impuesto en las discusiones acerca del agua y han hegemonizado la consigna privatizadora como la llave que abre la puerta a la problemática global del agua. Como resultado, predomina la caracterización del agua a la par de todo tipo de producto mercantilizado y sometido a las mismas leyes de la libre competencia del mercado
. En esta línea, la compañía Suez ha transmitido disposiciones acerca de que sus negocios deben ser beneficiosos en un plazo de tres años y que su tasa de retorno debe ser, al menos, del 3 % sobre el costo del capital.

Las empresas privadas sostienen que el agua constituye tanto una mercancía como un servicio público. Siendo esencial para la vida, la población tratará de pagar lo que sea por conseguirla. Entonces, el servicio requiere ser privatizado pero las normas regulatorias deben ser de orden público, equiparando el manejo de las empresas del agua a otras del sector alimentario. También, las empresas aseveran que no se está desestatificando el agua; sino que, ellas gestionan plantas en consorcios con administraciones gubernamentales.

No obstante, para los críticos de la desestatificación, la cuestión esencial no es el agua misma; sino el acceso a ella; y la clave del acceso es el control -es decir, quien tenga en sus 
manos la llave del mismo. La mercantilización del agua, reduciéndola al dominio del mercado bajo la única hegemonía del lucro, lleva inexorablemente al completo menoscabo de la posibilidad de controlarla. “Lo que hemos presenciado en los ‘90 ha sido la instalación de una especie de alto comando mundial para el agua” (...) “A través del comercio, de la propiedad intelectual y de la estandarización van a conquistar el mundo del agua”, en 2002 manifestó Ricardo Petrella -investigador sobre la política del agua- en el diario Le Monde.

En última instancia, una importante cuota de los proyectos de crecimiento se juega en la premisa de que la población apruebe la condición del agua en tanto mercancía. Las empresas privadas se están enfrentando contra un poderoso obstáculo en razón del rasgo vital del agua y de la política que la envuelve.

2.2. Las instituciones financieras internacionales

Los vínculos que ligan al Banco Mundial con las principales compañías del agua abarcan la membresía simultánea en las comisiones directivas de diversos organismos creadores de políticas, de conexiones personales y de negociaciones.

Frecuentemente, las empresas se han relacionado con el BM efectuando lobby a las administraciones y a organismos de comercio y estándares mundiales, para que se modifiquen reglamentaciones y convenios de comercio, y se imponga la desestatificación de la infraestructura de producción de agua. A nivel mundial, el gran desarrollo de estas compañías no se hubiera hecho realidad sin la colaboración del BM y de otras instituciones financieras internacionales, como el Fondo Monetario Internacional, el Banco Interamericano de Desarrollo, el Banco Asiático de Fomento y el Banco Europeo de Reconstrucción.

La privatización es una característica central de muchos de los planes de préstamos del BM. Concediendo empréstitos de alrededor de 20.000 millones de dólares para proyectos de abastecimiento de agua durante los últimos 12 años, el BM no solamente se ha constituido en un preferente financiador de la privatización, sino que también ha subordinado cada vez más sus préstamos a la desestatificación de los acueductos por parte de los poderes locales.

Según una investigación del Icij
, de 276 préstamos para abastecimiento de agua concedidos por el BM entre 1990 y 2002, el 30% de ese total estaba supeditado a la privatización. La mayoría fue otorgada durante los últimos cinco años. El banco sostiene que su política de privatización aplaca la miseria al originar efectividad y eficiencia administrativa y traslada capital privado a países en desarrollo cuyas compañías públicas de acueducto, precisadas de requerimientos financieros, frecuentemente se encuentran desorganizadas. En países pobres, arguye que las empresas privadas consiguen optimizar procesos y productos al prescindir de los habituales entorpecimientos oficinescos, de la clientela política y del soborno que carcomen empresas de servicios públicos.

Aunque es manifiesto que se han conseguido destacados adelantos en considerables empresas de acueducto como consecuencia de la desestatificación, en numerosas oportunidades las firmas privadas contribuyen con reducido patrimonio particular, acogiendo primordialmente empréstitos del BM y de organismos internacionales conectados con él para facilitar la cobertura de los importes de restauración y extensión de los acueductos.

Existen demostraciones de que si el BM le destinara idéntico empuje y medios para arreglar los acueductos locales conservando su control en autoridades públicas, las empresas públicas locales mantendrían una aventajada competencia frente a las compañías privadas.

3. Argentina, el caso-testigo

El 79% de la población argentina accede al agua potable
 -85% en áreas urbanas y 
30% en zonas rurales-. El 85% posee condiciones sanitarias adecuadas. El 89% de los habitantes urbanos y el 48% de los rurales disponen de buen acceso a los sanitarios.
En países como Argentina, el Banco Mundial ha influido en los dirigentes para que “negocien” sus empresas de servicios públicos como parte de una estrategia de gran alcance del banco a beneficio de la privatización y de la economía de libre mercado. Además, hay que considerar que fueron los gobiernos europeos en general, y Francia en particular, quien apoyó al país para lograr el acuerdo con el FMI.

Finalmente, el Estado se decidió a favor de las compañías privadas para que manejen los sistemas de aprovisionamiento de agua; esta concesión es la más grande del mundo (más de 10 millones de usuarios a atender). Se privatizó el aprovisionamiento del servicio, pero no del patrimonio; ello implica que el total de las inversiones que realicen las compañías se trasladarán al estado nacional con la finalización del contrato.

Argentina tiene un sistema federal de organización, donde cada provincia conserva el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio, en este caso, el agua. El Estado conserva el derecho de propiedad sobre el agua, sin perjuicio de ceder su uso a los particulares a través del otorgamiento de concesiones; ésta puede otorgarse por tiempo ilimitado o por determinado plazo, operándose su caducidad por no haberse emprendido las obras dentro del plazo propuesto, o por no haberse ejercitado el objeto de la concesión por el término de un año o por un plazo mayor.

Con relación al régimen jurídico del agua, si bien por el Código Civil todos tienen derecho de usar y gozar del agua pública, el Estado puede disponer sobre ese uso y goce; en cambio, sólo puede reglamentar el ejercicio del derecho del propietario sobre el agua privada.

En la privatización del agua, el contrato de concesión de Aguas Argentinas tiene una duración de 30 años, es pluri-jurisdiccional
, pues comprende a la Nación, a la Provincia de Buenos Aires y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

La desestatificación trajo complicaciones en cuanto a costo y a la tecnología. Precisamente, se acompañó con una modificación en el régimen de cobro del servicio (tarifas por metros cúbicos en lugar de metros cuadrados) lo que todavía origina renuencias entre los sujetos implicados o afectados por la privatización; además, dado que los precios suben por la falta de un marco regulatorio, muchos habitantes quedan sin acceso al servicio.

El monopolio por parte de las concesionarias es completo, ya que existe una integración vertical -producción, transporte, distribución- y horizontal -prerrogativa exclusiva sin competencia. Es imprescindible señalar que la privatización demanda que haya un seguimiento cercano por parte del aparato estatal. Sostiene un nivel elevado de inversiones que hay quienes juzgan innecesario, lo que genera conflictos continuos y una renegociación permanente del contrato.

PARTICIPACION ACCIONARIA EN AGUAS ARGENTINAS

	TITULARIDAD
	%

	Suez
	39.93

	Sociedad General de Aguas de Barcelona
	25.01

	Programa de Propiedad Participada
	10.00

	Banco de Galicia y Buenos Aires
	8.26

	Vivendi S.A.
	7.55

	Anglian Water
	4.25

	Corporación Financiera Internacional
	5.00

	TOTAL
	100.00


Fuente: Aguas Argentinas

Desde 1993, la propiedad de Aguas Argentinas se divide entre Suez, grupo francés de servicios, -en la Argentina es titular de participaciones accionarias de control y actúa como operador en las distribuidoras Aguas Argentinas, Aguas de Santa Fe y Aguas Cordobesas- (39,93%), la Sociedad General de Aguas de Barcelona (25,01%), el Programa de Propiedad Participada, los empleados de la empresa (10%), el Banco de Galicia y Buenos Aires (8,26%), las compañías Vivendi S.A. (7.55%) y Anglian Water (4.25%) y la Corporación Financiera Internacional, una extensión del Banco Mundial (5%).

En la desestatificación llevada a cabo, el BM utilizó su fortaleza financiera para persuadir al gobierno de que licitaran servicios de acueducto a largo plazo a favor de las grandes empresas privadas. No sólo ayudó a financiar el proceso de privatización sino que también tomó, a través de una de sus filiales, una suscripción accionaria en la nueva empresa controlada por Suez. Asimismo, facilitó a uno de sus propios gerentes de superior jerarquía para que tranzara grandes aumentos tarifarios de acueducto con la administración nacional. Luego, dicho directivo encabezó un equipo del BM que le otorgó un préstamo de 30 millones de dólares al país. Paralelamente, aconteció que Aguas Argentinas y sus accionistas estaban consumando enormes ganancias del orden del 25%.

El gobierno aumentó el valor del agua justo con anterioridad a la desestatificación, con el fin de brindarles a las empresas privadas bastante margen para consumar una rebaja y captar la aprobación popular. Después de que la compañía beneficiada consiguió el acuerdo y disminuyó primero los precios, no difirió la renegociación de las tarifas para subirlas y reducir las metas de desempeño.

La circunstancia de dominar el sistema de acueducto de las ciudades les proporciona a las empresas una extraordinaria hegemonía en las negociaciones. En numerosos casos, los precios del agua se incrementan y los propósitos iniciales de expansión de los servicios de agua potable y de alcantarillado no se verifican. De tal forma, Aguas Argentinas -empresa controlada por Suez- influyó inmediatamente sobre el gobierno para que repactara el acuerdo de adjudicación para conquistar condiciones más convenientes.

Si bien, durante los ’90 Argentina se instituyó en el paradigma de la privatización, actualmente renegocia las concesiones y pelea ante los tribunales internacionales las pérdidas sufridas a partir del año 2001. En efecto, Suez prepara una demanda al estado nacional ante el CIADI (Centro Internacional para el Arreglo de Diferendos Relativos a Inversiones), el tribunal de arbitraje internacional vinculado al Banco Mundial.

Como el resto de las empresas de servicios, Aguas ha sufrido fuertemente el impacto de la crisis argentina. En 2002, se declaró en default con sus acreedores externos, debido a que el 95% de su deuda estaba denominada en moneda extranjera no pesificable.

En la provincia argentina de Tucumán, en razón del encarecimiento del suministro del agua que han sufrido los usuarios, existen presiones para que la compañía Vivendi abandone su contrato a largo plazo. Por otra parte, esta multinacional francesa alega que perdió 3 millones de dólares sólo en 1998; el tema está siendo sometido a arbitraje. La empresa demandó a la provincia pero el fallo le fue desfavorable. La agencia regulatoria está renegociando el contrato y los consumidores exigen participar en él. Mientras tanto, la provincia busca una nueva compañía que maneje el sistema de abastecimiento de agua.

En 1992, la empresa Suez cerró un contrato por 30 años para manejar el servicio de agua en el partido de Lomas de Zamora, -provincia de Buenos Aires- en donde hay problemas de exceso de suministro. La empresa culpa a la crisis Argentina, que impidió nuevas inversiones y que el gasto solamente se limite a mantener la infraestructura existente.

3.1. La ley de emergencia

Los acuerdos de concesión de servicios públicos se encuentran bajo reconsideración. En este contexto, llegó al país una misión del FMI y el Banco Mundial, cuya finalidad sería

brindar “asistencia técnica sobre el proceso de renegociación de las concesiones de servicios públicos”, y no gestionar simples aumentos tarifarios. Fragmentarias renegociaciones se han llevado a cabo en diferentes oportunidades, no obstante, todavía no se ha elaborado un texto ordenado del contrato y del marco regulatorio de las relaciones contractuales.

La Ley N° 25.561 de Emergencia ordena renegociar los contratos de las empresas privatizadas para ajustarlos al nuevo orden económico. Así también, determina aquellos términos que deben tenerse en cuenta en la renegociación: a) la repercusión tarifaria en la capacidad de la economía y en el reparto de ingresos; b) la calidad de las prestaciones de servicios y planes de inversión, cuando ellos estuviesen previstos en el contrato; c) el interés de los consumidores y la facilidad de acceso a los servicios; d) la seguridad de los procedimientos y sistemas abarcados; e) la rentabilidad empresarial.

Se considera la incompatibilidad de cancelar el acatamiento de los deberes contraídos por el concesionario al tiempo que se sostenga el proceso de renegociación contractual.

3.2. La renegociación contractual

Hacia finales de marzo de 2003, el procedimiento de negociación se encontraba en la fase de discusión de la recomposición económico financiera de la concesión, siendo el monto que se dedique a obras o deudas el eje central del debate entre funcionarios y la compañía.

La renegociación establece que si ésta se cierra, la empresa debe prescindir de la demanda contra la Argentina entablada en el CIADI. Además, que al haberse endeudado empresarialmente debe examinarse como parte de las resoluciones que se ponen en juego en el riesgo empresario (Suez ingresó obligaciones a un interés del 6% anual a los efectos de invertirlos en operaciones que le significaban el 22% anual).

Asimismo, Aguas reclama la pesificación de un empréstito concedido por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) que le fuera legado con la concesión. En razón de que dicho préstamo posee caución del Estado y el BID no suscribe su reembolso en la moneda nacional, el Fisco debe asumir su pago o arriesgarse a que el default con la entidad se extienda a otros créditos.

Se mantiene la incertidumbre acerca de si el Fisco verdaderamente desea renegociar los acuerdos o únicamente se resguardó ante las imprevisibles consecuencias ocasionadas por la reforma de la política cambiaria a principios de 2002; y para aplanar las tarifas, como elemento reparatorio por la caída en la capacidad de compra de los asalariados, que engendró la desvalorización de la moneda nacional.

Los incrementos invocados por la compañía no comprenderían a aquellos beneficiarios encuadrados dentro de la denominada tarifa social, es decir, aquella que pagan los sectores de menores ingresos –incluso se contemplaba una ampliación del cupo de dicha tarifa.

En el marco de la revisión de los contratos de las empresas de obras y servicios públicos privatizadas, la Comisión de Renegociación ha recomendado la improcedencia de los ajustes tarifarios pretendidos por Aguas Argentinas, lo que suscitó una discusión que aumenta cotidianamente. Asimismo, informó que la moción empresarial era excesivamente complicada y significaba una renegociación más radical que la considerada por la Ley de Emergencia.

La transacción presentada por el Estado solo procura “adecuar de común acuerdo los contratos hasta la finalización de la situación de emergencia, sin introducir cambios estructurales para preservar la vida del contrato y las condiciones originariamente pactadas con miras a su restablecimiento futuro”. No se delimita con precisión el lapso que comprende la “situación de emergencia”, como consecuencia, aparece incierta la recomposición tarifaria e inversiones en obras que las empresas realizarían a partir de la suba del agua. Sin embargo, los recursos ni irán a parar a lar arcas de Aguas para luego realizarse las inversiones; se girarán a un fondo fiduciario propuesto por el ente regulador del sector (Etoss) y administrado por el gobierno, del que saldrán recién cuando los proyectos estén definidos.

Conclusiones

Lo que distingue al agua es que, al igual que el aire, es irreemplazable; y lo que está en juego es el acceso, la calidad, la distribución y el manejo en cada país. Ante el avance mundial de las privatizaciones comúnmente no existen alternativas que les permitan a los consumidores rechazar el servicio si no les conviene. Por otra parte, las empresas privadas solo financian los grandes proyectos donde obtienen cuantiosas réditos y dejan de lado el financiamiento de las áreas locales. 

En el caso de Argentina, tanto del concesionario como del Estado, de ambas partes aparecen incumplimientos. Si bien los actores políticos, económicos y sociales pueden argumentar si las condiciones de los contratos concesionados son equitativos, excesivos, dadivosos, blandos o duros, la cuestión central es que el pueblo podría llegar a tener que pagar los costos de las promesas rotas.
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